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EL MENSAJE SOBRE ORDEN PUBLICO (1) 
El Ciudadano Presidente de la Unión pasó a las 
Cámaras, con fecha 30 de mayo (1884), un Mensa-
je sobre orden público, autorizado con las firmas 
de todos sus Secretarios, excepto uno, el señor Cam-
po Serrano. Dicha pieza es la justificación de cuan-
tas censuras ha producido la prensa conservadora 
contra la ley de la materia en la actualidad vigen-
te, la cual reconoce que el Poder Ejecutivo ha anu-
lado la única garantía que la Constitución de Rio-
negro había dejado al derecho de sufragio, a saber: 
La sanción que el pueblo de cada uno de los Esta-
dos soberanos impusiera al gobierno desleal que 
atentara contra él. En otros términos, el señor 
Hurtado y su Ministro declaran implícitamente 
que la expresada ley ha anulado el principio fun-
damental de nuestras instituciones, que es la sobe-
ranía de la opinión pública, o, como se dice hoy 
más comúnmente, la soberanía popular. "Se ha 
cuidado más y casi exclusivamente hasta ahora 
—dice el Mensaje— en el régimen federal adopta-
do, al garantizar a los Estados el gobierno republi-
cano sobre las bases constitucionales, de la inge-
rencia del Gobierno Nacional en favor del Go-
bierno y no del pueblo de dichos Estados, caso de 
conflicto entre aquél y éste. La posible acción opre-
(l) Este artículo y los dos siguientes fueron publicados en La 
Voz Nadonal de Bogotá, cn los números correspondientes a 
los días 7, 21 y 28 de 1884. 
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siva de tales gobiernos resulta ser forzosamente la 
favorecida y asegurada al ejercer el Gobierno na-
cional los deberes que le impone la vigente ley so-
bre orden público. El sufragio del pueblo de los 
Estados, en conflicto con el Gobierno, que puede 
violarlo, no es elemento que entonces pueda te-
nerse en cuenta. El grupo de colombianos, cuyos 
más importantes derechos se conculquen, cuya li-
bre existencia constitucional se anule, no tiene 
dentro de los términos de dicha ley, acción alguna 
que pueda atenderse por el Gobierno Nacional en 
el momento del conflicto, y sí la tiene exclusiva-
mente el Gobierno que de cualquier modo se ha-
lla constituido, y logrado afianzarse en una legis-
latura que, en vez de modeladora sea su cómplice!" 
Es consolador, pues anuncia días mejores para 
la República, el ver que de algún tiempo acá los 
dos partidos que nacieron del antiguo partido li-
beral aboguen por la prensa y aun en documentos 
oficiales, como el Mensaje a que nos referimos, 
por la efectividad del derecho de sufragio, que es 
el cimiento de las instituciones democráticas. 
Cuando esta opinión se generalice y uniforme en-
tre independientes y radicales, los colombianos se-
remos todos ciudadanos, se contarán nuestros vo-
tos, vendrá por necesidad una reforma de la Cons-
titución con el concurso del partido conservador, 
que forma la mayoría de la Nación y desde enton-
ces reaparecerá en Colombia el gobierno represen-
tativo. Pero, mientras eso no suceda, por más que 
se hable y se escriba y por más que se sancionen 
leyes sobre orden público, como las que hemos te-
nido, hoy en un sentido y mañana en sentido con-
trario, nada, absolutamente nada adelantaremos. 
Así lo prueban los hechos; supuesto que ni antes 
de expedirse la ley de 1867, ni mientras ella rigió, 
ni durante el tiempo en que estuvo derogada, ni 
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bajo el régimen de la actual, se ha visto asegura-
do el derecho de sufragio, ni los gobiernos parti-
culares han dejado de atentar contra él, ni el Go-
bierno general de intervenir en los negocios inte-
riores de los Estados y de imponer a éstos, por un 
camino o por otro, el gobierno que ha convenido 
a los intereses del partido triunfante en la Repú-
blica. 
La causa de este mal no se halla en los términos 
de tal o de cual ley, ni tampoco en las disposicio-
nes constitucionales, sino en que desde 1862 para 
acá no ha habido en Colombia sino gobiernos de 
hecho, establecidos contra la voluntad de la gran 
mayoría nacional por la violencia y el fraude. En 
tanto que haya de estar el gobierno en poder de 
una minoría privilegiada, las cosas continuarán co-
mo hasta aquí, y oiremos repetir a los que se ha-
llan en el poder, que no se dejarán "quitar con pa-
pelitos, lo que conquistaron a balazos." 
En 1863 la mayoría radical de la Convención 
de Rionegro, embriagada por el triunfo, llegó a 
persuadirse de que sus teorías habían merecido ya 
el apoyo de la opinión pública en Colombia, y cre-
yó llegado el caso de convertirse en instituciones 
positivas. Como para el radicalismo la opinión es 
el verdadero criterio para juzgar de lo bueno y de 
lo malo, de lo justo y de lo injusto, y es ella al pro-
pio tiempo el fundamento o punto de apoyo y el 
agente motor de una buena organización política, 
en la Constitución de Rionegro todo se dejó al que-
rer de la opinión. Pero una vez dadas estas teorías 
como instituciones positivas y escritas, resultó que 
se había procedido sobre un falso supuesto: que la 
numerosa mayoría de la Nación era adversa al ra-
dicalismo y a todos sus principios y doctrinas, y 
que si se dejaba obrar libremente, Constitución, y 
Gobierno y gobernantes vendrían a tierra como 
190 SERGIO ARBOLEDA 
caen las hojas secas del árbol al soplo de los vien-
tos. 
Con la mira de evitar esta catástrofe, ineludible 
si hubieran de ponerse en práctica las institucio-
nes sancionadas, se vieron los triunfadores, por 
atender a sus intereses del momento, en la nece-
sidad de renunciar a sus principios, de anular su 
propia obra, de ahogar la opinión pública, atacan-
do por todos los medios posibles el derecho de su-
fragio; y luego, para mantener esta situación anó-
mala, les fue preciso discurrir y poner en práctica 
todos los arbitrios que nos son ya conocidos, y a 
los cuales se debe la ruina moral y material del 
país: el aumento del pie de fuerza, el establecimien-
to de nuevas y pesadas contribuciones en la Na-
ción y en los Estados, la creación de empleos in-
útiles remunerados dentro y fuera del país, la con-
cesión de pensiones indebidas, las empresas de me-
joras materiales ruinosas por cuenta de los Gobier-
nos, los indultos concedidos a los criminales, y la 
impunidad de los delitos que ha producido el alar-
mante aumento de la criminalidad en Colombia, y 
el empeño, en fin, de convertirse las Escuelas y Co-
legios contra la voluntad de los padres de fami-
lia en fábricas de radicales, con la esperanza, aun-
que remota, de que algún día llegue a ser posible 
la práctica de la teórica Constitución de Rionegro. 
Así ésta se ha quedado reducida a ser un Código 
escrito que no se ha cumplido nunca, y cuyas dis-
posiciones no han podido hasta hoy comprobarse 
por la experiencia. 
Si fuera cierto, como hoy parecen manifestarlo 
así los independientes como los radicales, que se 
quiere de veras garantizar el sufragio para todos, 
sin exclusión de ninguno de los partidos, no se ne-
cesita de expedir nuevas leyes sino de derogar las 
que se han dado para anular la Constitución, y 
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consagrarse al estricto cumplimiento de ésta, tal 
cual está escrita; y los resultados dirán si es posible 
y conveniente que ella continúe rigiendo en Co-
lombia, o darán luces para hacerle las reformas 
que la opinión de los pueblos y sus necesidades de-
manden. 
La falta de espacio no nos permite continuar hoy 
en el examen del Mensaje, lo que reservamos para 
otro artículo 
OTRA VEZ EL MENSAJE 
Tiempo nos falta y espacio en nuestras colum-
nas para tratar con oportunidad los varios nego-
cios de carácter político que llaman semanalmen-
te la atención pública, y así nos vemos en la nece-
sidad de suspender unos para atender a otros, y 
volver luego a los que dejamos rezagados. Hoy con-
tinuamos el examen, interrumpido en nuestro nú-
mero 11, del Mensaje sobre orden público pasado 
por el Poder Ejecutivo a las Cámaras el 30 de ma-
yo último, y esperamos que nuestro escrito será 
leído sin prevención, en vista de tantas pruebas co-
mo hemos dado, de no servir a intereses de partido, 
sino a los principios y al bien de la República. 
Desde luego vemos con gusto que, en general, 
las observaciones que el Mensaje contiene son las 
mismas que, dadas la Constitución de Rionegro, 
las leyes vigentes y las circunstancias actuales del 
país, habría podido hacer un conservador. Esto 
prueba que la experiencia no ha sido perdida, y 
que la verdad, después de ganar séquito en la opi-
nión, como lo hacen conocer muchísimos escri-
tos liberales, va penetrando, aunque lentamente, 
en las altas regiones del Gobierno. Sin embargo, 
se advierte que el Mensaje contiene algunos con-
ceptos no bien fundados en las disposiciones cons-
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titucionales, y que en él se omite hablar del asun-
to que debía ser su objeto principal o talvez su úni-
co objeto. ¿Será acaso por los mismos que expi-
dieron la Constitución de 1863, y que por veintiún 
años han estado encargados de estudiarla y cum-
plirla, no se han penetrado de sus principios, o 
será que el Poder Ejecutivo, sólo por cubrir su res-
ponsabilidad, pide al Congreso que remedie u n 
mal que él considera irremediable, y se abstiene, 
por lo mismo, de poner el dedo en la llaga? Sea lo 
que fuere, nos proponemos dedicar nuestro ar-
tículo próximo a exponer en qué consisten aque-
llas apreciaciones mal fundadas, y cuál la omisión 
que en el Mensaje extrañamos; pero hoy nos per-
mitimos algunas reflexiones de pura filosofía po-
lítica, que aunque no parezcan a primera vista con-
ducentes a nuestro objeto, servirán para que se 
comprenda bien que no escribimos con la espe-
ranza de ser escuchados ni atendidos en la actua-
lidad, sino movidos por el deseo de contribuir al 
estudio de la Constitución que nos rige y de los 
medios de practicarla con lealtad, en interés de un 
porvenir más o menos remoto. 
Aplaudimos muy de veras que el Poder Ejecu-
tivo, con la mira de consolidar el orden público, 
quiera que se asegure en Colombia el derecho de 
sufragio, que es el fundamento de las institucio-
nes políticas que hemos adoptado; pero nos atre-
vemos a dudar de que eso sea posible bajo el régi-
men de nuestra actual Constitución. 
La efectividad del derecho de sufragio en u n go-
bierno democrático representativo, presupone en 
todos los partidos que puedan llegar al poder, y 
por supuesto en los gobernantes que los represen-
tan, un profundo y tradicional respeto, no sólo a 
las leyes escritas, que se pueden interpretar de mil 
diversos modos, sino a los principios inmutables 
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de equidad y justicia; presupone que todos los par-
tidos usen de un mismo criterio moral, sin lo cual 
las ideas de equidad y de justicia no serán unifor-
mes en la Nación; y presupone, en fin, un gran 
temor a la sanción pública, que es el freno de la 
autoridad en esta especie de gobiemos: para decir-
lo en una palabra, sin honradez a toda prueba, 
es imposible la práctica del sistema representativo; 
porque la tendencia natural de los partidos que 
llegan al Gobierno, como la de todo poder huma-
no, es conservarse en el puesto que han alcanzado, 
ensanchar su autoridad a todo trance y avasallar-
lo todo, y esta tendencia no puede ser resistida y 
vencida, sino por profundas convicciones morales 
y más que esto, por esa fuerza de voluntad que lla-
mamos virtud, la cual hace al hombre capaz del sa-
crificio, y que así a los individuos, como a los par-
tidos y a las naciones, les viene de lo alto. De aquí 
(y esto es de verdad histórica) que toda democra-
cia se haya anarquizado y doblado luego el cue-
llo al yugo de la tiranía, desde que le ha faltado 
unidad en principios morales, o, mejor dicho, des-
de que le ha faltado virtud. 
Estas condiciones faltan en Colombia, si aten-
demos a su Constitución: sus legisladores, lejos de 
tenerlas en cuenta como base y cimiento de las 
instituciones, las excluyeron de intento de nues-
tra organización política. ¿Cuál es, si no, la regla 
moral a que, según el Código de Rionegro, deben 
atenerse ios legisladores y gobernantes en el des-
empeño de su elevada misión? Ninguna. ¿Cuál fue 
el legislador supremo cuyo auxilio invocaron pa-
ra constituir la República? El pueblo soberano. 
¿Qué requisitos de moralidad, amor a la patria o 
siquiera de ¡nterés por la conservación del orden 
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social político exige nuestra Constitución en los 
colombianos a quienes concede el derecho de su-
fragio? Ser hijos de mujer, haber cumplido vein-
tiún años, o tener mujer si son menores de esa 
edad: he aquí todo. El número, sin ningún com-
probante de moralidad, de patriotismo, ni de co-
nocimiento alguno de los negocios públicos, esto 
es, la fuerza bruta e inconsciente, sin más ley que 
su voluntad, ejerce en Colombia la autoridad su-
prema. Y no se ha tomado ninguna precaución pa-
ra que este poder sea restringido, neutralizado o 
purificado, como pudo hacerse por la elección de 
dos o tres grados o por algún otro artificio políti-
co; no, nada de esto: por voto directo y a períodos 
cortos la multitud ignorante, apasionada, como es 
natural, por los demagogos que la adulan, y do-
minada por caudillos ambiciosos de lanza y trabu-
co, elige por mayoría relativa de votos, legislado-
res, gobernantes y jueces. Lógicamente las eleccio-
nes han debido recaer en hombres incompetentes 
para el Gobierno. Esto se comprende sin esfuerzo 
alguno; y sólo por una dichosa inconsecuencia con 
los principios, inconsecuencia que es efecto de los 
hábitos y creencias antiguas, que no se pierden de 
un día a otro, han podido llegar al poder, aunque 
no siempre, ciudadanos capaces de reconocer el 
mal, de denunciarlo francamente y de pedir que se 
le ponga remedio. A despecho de la Constitución, 
el sentimiento cristiano, que forma la atmósfera 
moral que la Nación respira, prevalece en las épo-
cas de paz, y hasta los que se jactan de espíritus 
fuertes, ceden a su acción, aún sin quererlo y pre-
tendiendo resistirlo. Sin embargo, más aprisa de 
lo que conviniera al país, la desmoralización cun-
de y hasta en el seno del partido conservador, que 
forma la mayoría y da fuerza a la sanción pública, 
se percibe tal cual síntoma de contagio, que espe-
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ramos desaparecerá pronto a esfuerzos del patrio-
tismo. 
Los partidos en que la Nación se halla dividida 
profesan diferentes y aún contrarios sistemas de 
moral, y usan en consecuencia de criterios opues-
tos. Para el conservador es regla de conducta la 
moral del Cristianismo, fundada en el principio 
de autoridad, en la convicción del deber y en el 
dogma de la inmortalidad del alma; y el liberal 
se ha declarado abiertamente materialista y secta-
rio de la moral utilitaria, que se atiene a los resul-
tados, previo el cálculo de placeres y dolores. Es-
tos dos criterios son por su naturaleza inconcilia-
bles y se excluyen recíprocamente. Jesucristo dijo: 
"Quien no está conmigo está contra mí", y el mo-
derno patriarca del principio de utilidad, Ben-
tham, no ha vacilado en apropiarse esas palabras 
y aplicarlas a su doctrina. No inventamos, no nos 
proponemos injuriar a nadie, sino que nos ate-
nemos a hechos innegables. Por leyes y resolucio-
nes oficiales, la doctrina utilitarista, el puro ma-
terialismo, es la base de la enseñanza en nuestras 
escuelas, colegios y universidades. El partido libe-
ral profesa esa doctrina, sin duda de buena fe, 
pues mal podríamos suponer que la impusiera a 
la juventud si no estuviera convencido de ella; se-
mejante suposición sería atribuirle una perversi-
dad sin ejemplo. Por otra parte, un suceso recien-
te demuestra que el expresado partido considera 
la doctrina materialista como fundamento de su 
programa político: desde que la legislatura del 
Cauca y el General Payan con sus Secretarios, los 
señores Ulloa y Arana, decididos panegiristas de la 
Constitución de 1863, se han mostrado adversos a 
esa doctrina, la prensa liberal los ha declarado 
tránsfugas, y la mayoría misma del Senado ha im-
probado su conducta; siendo muy de notar que al-
196 SERGIO ARBOLEDA 
gún Diputado de aquella legislatura, al venir a 
Bogotá y oír seguramente las reconvenciones de sus 
amigos, aiTcpentido de haber discrepado de las opi-
niones de éstos, no ha tenido embarazo en conde-
nar como Senador lo mismo que sostuvo, aprobó 
y aplaudió como legislador del Estado. 
De lo dicho resulta en la práctica de la Repú-
blica, que lo que es bueno para el partido liberal 
es malo para el conservador y viceversa. Cada uno 
de estos partidos colocado en el poder, juzga de los 
hechos de conformidad con su criterio, y legisla 
y gobierna de acuerdo con sus principios y con-
vicciones; y en verdad que humanamente no se les 
puede pedir otra cosa. Para mayor claridad, con-
cretémonos a casos particulares. Si se trata de for-
mar a la juventud, el liberal, que lo espera todo 
de la razón humana, del conocimiento y la expe-
riencia, dice: "instrucción materialista"; y el con-
servador que cree en Dios y en el poder de la vir-
tud, dice por su parte: "educación cristiana." Si 
se va a legislar en negocios relacionados con la or-
ganización de la familia, aquél, que niega todo 
deber que no venga de la ley positiva, sostiene el 
matrimonio como un contrato puramente civil, ce-
lebrado entre individuos de diverso sexo para go-
ces materiales; y éste, que considera la sociedad 
conyugal establecida por Dios para fines religio-
sos y sociales de carácter nobilísimo, defiende que 
debe mantenerse el matrimonio tal cual lo ha or-
ganizado la Religión y reconocerlo como un hecho 
anterior a la ley civil. En materia de sucesiones, pa-
ra el liberal, que no cree en la inmortalidad del 
alma, la voluntad del testador nada tiene de res-
petable y toda fundación, por piadosa que sea, pue-
de ser revocada o alterada por el legislador; mien-
tras que para quienes juzgan con el criterio cris-
tiano, las últimas voluntades subsisten indefinida-
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mente, porque el alma del testador no perece, y ca-
da cual puede hacer el bien a sus semejantes no so-
lamente durante su vida, sino después de su muer-
te, en el largo curso de las generaciones. En las ma-
terias política y administrativa, la oposición entre 
los dos partidos no es menos evidente. Para el uno 
el pueblo es soberano en toda la extensión de la 
palabra, y su voluntad la ley suprema; y para el 
otro, el deber moral impuesto al hombre por Dios, 
es la ley soberana a que el pueblo, el legislador y 
el gobernante deben estar sometidos. El liberal 
espera el bien y prosperidad de la Nación de las 
mejoras materiales, de la riqueza y del amor a los 
goces de la vida; el conservador opina que la ri-
queza y bienestar físico son resultados del cumpli-
miento de nuestros deberes, esto es, de la morali-
dad de las costumbres, la cual, facilitando el aho-
rro y la acumulación, forma los capitales que dan 
vida a la industria y al comercio y alimentan al sa-
bio y al artista. Ahora bien, en todos estos casos 
¿quién es el juez de la diferencia? Aquel de los par-
tidos que se halle en el poder, cree obrar bien, por-
que procede de conformidad con sus convicciones; 
se considera en posesión de la verdad y alega en 
su defensa los derechos que ésta tiene contra el 
error; y a su vez el excluido del Gobierno, no me-
nos convencido de la verdad de sus principios y de 
la justicia de su causa, se juzga tiranizado y opri-
mido. En tal situación no es posible llegar a un 
avenimiento, porque falta un principio común que 
pueda servirle de base. 
En casos como los que acabamos de suponer, se 
debe, según la teoría, ocurrir al sufragio para ave-
riguar la verdadera opinión pública, porque, si no, 
no queda más gobiemo posible que el de la fuer-
za, ni otro arbitrio para escapar a la tiranía que 
cl de la rebelión. Pero ¿es posible la libertad de su-
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fragio, dadas las condiciones de una sociedad como 
la nuestra? En veintidós años no hemos llegado a 
presenciar este fenómeno, si exceptuamos tal cual 
caso en que los conservadores han concurrido a vo-
tar por los candidatos liberales. 
Hallándose en el poder el partido conservador, 
sus mandatarios, en obediencia al principio del de-
ber, tienen que respetar el voto popular, pues de 
lo contrario abjurarían de sus doctrinas y perde-
rían el apoyo de la opinión; mas, si gobierna el 
partido liberal o utilitarista, cualquiera que sea el 
nombre de la fracción de que se trate, sus repre-
sentantes obrarán de conformidad con la doctrina 
de que las acciones son buenas o malas según sus 
resultados, y razonarán así: "Estamos en el poder, 
luego tenemos a nuestro favor la mayor suma de 
fuerza; el ejercicio de la autoridad nos proporcio-
na goces, y persuadidos como estamos de que nues-
tra doctrina hará la felicidad pública, el imponer-
la al partido contrario y a la Nación, es hacerles 
un bien positivo. Además, mientras nos hallemos 
en ejercicio de la autoridad, no tenemos que pre-
ocuparnos con responsabilidad alguna, supuesto 
que no hay deber que no venga de la ley y que la 
ley la damos nosotros. Ahoguemos, por tanto, el su-
fragio, y nadie habrá perdido." La lucha política 
y parlamentaria es, pues, desigual entre conserva-
dores y liberales; pero así es y así tiene que ser. 
Jamás han podido conciliarse en pueblo alguno 
dos partidos que hayan usado de criterios morales 
opuestos, y de aquí lo terrible y desastroso de las 
guerras de religión y el encarnizamiento con que 
han sido perseguidas las religiones nuevas y opues-
tas a las existentes. ¿Quién no sabe hasta qué ex-
tremos llegaron las hostilidades entre musulmanes 
y cristianos, ni quién ignora con cuanta crueldad 
fue perseguido el cristianismo por la Roma sen-
sual y utilitarista de los Césares? 
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Pero el mal no se detiene aquí. Como bajo el 
sistema utilitario no hay ni puede haber unidad, 
porque los intereses y las pasiones son muchos y 
mudables, el liberalismo se divide necesariamente 
en diversas fracciones, y cada una de ellas hace uso 
en su provecho exclusivo de esas mismas doctrinas 
y teorías. Así se explican las variadas y aún con-
trarias interpretaciones que la ley ha dado entre 
nosotros a los artículos de la Constitución sobre 
orden público, según las circunstancias de la ac-
tualidad y las conveniencias de la fracción domi-
nante, a fin de ahogar el sufragio popular, y hacer 
por el fraude y por la fuerza que el resultado del 
sufragio diga lo contrario de la voluntad nacional. 
Desde luego nadie se atreverá a sostener que 
fueron libres las votaciones para elegir Diputa-
dos a la Convención de Rionegro, en la cual se 
reunieron los vencedores para dar la ley a la Re-
pública. Esa Constitución, pues, no expresó el que-
rer del pueblo llamado en ella Soberano como por 
ironía. 
En 1867 se hallaba en el poder el partido ra-
dical, y para conservarse en él, a despecho de con-
servadores y mosqueristas, expidió la ley, que e! 
General Mosquera repugnaba, por la cual quedó 
el orden público confiado a los Gobiernos de los 
Estados. Sin embargo, como sobrevinieron luego 
accidentes que cambiaron la situación de éstos, el 
Gobierno general, a pesar de la ley, intervino con 
sus fuerzas en las luchas de los Estados y derribó 
unos Gobiernos y puso otros para asegurar la elec-
ción de los candidatos radicales. Así llegaron a la 
Presidencia de Colombia los señores Pérez y Pa-
rra. 
Hacia 1876 la opinión conservadora era pujan-
te, y para los liberales inminente el riesgo de su-
cumbir en las elecciones. ¿Qué se hizo entonces? 
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Promover tma revuelta, y derogar la ley de orden 
público dada por los mismos radicales, para dejar 
al Presidente radical en capacidad de obrar como 
conviniera a los intereses del partido. Para este 
fin las fracciones disidentes se unieron. 
En esta evolución el radicalismo sufrió un chas-
co y la fracción independiente vino al poder con el 
apoyo más o menos directo de los conservadores. 
Nada le habría sido más fácil a esta fracción que 
volver el país al régimen de la justicia y regenerar 
la administración pública, apoyándose resuelta-
mente en la opinión y garantizando el derecho de 
sufragio; mas no era esto lo que le aconsejaba la 
doctrina utilitaria, y discurrió la ley de orden pú-
blico vigente, que fue sancionada, a pesar de los 
radicales, por la cual se anuló el principio de la 
soberanía de los Estados, que es el fundamento de 
la Constitución. Desde entonces la Guardia Co-
lombiana sirvió para sostener a los Gobiernos in-
dependientes de los Estados y para tener a raya a 
los Gobiernos radicales. Pero ¡quién lo imaginara! 
desde el momento en que el radicalismo creyó que 
podía sacar provecho de esa ley, que había sido 
dictada contra él, cambió de opiniones, y no sólo 
la halló buena, sino que quiso ensanchar con ella 
el poder del Gobernante hasta constituir la dicta-
dura. El Presidente señor Zaldúa que, como se sa-
be, se cambió de un mes a otro de independiente 
en radical, emitió en su discurso de inauguración, 
dirigiéndose al Presidente del Senado, los siguien-
tes conceptos que mortificaron a los independien-
tes: 
"Ese que vos llamáis sofisma sangriento y en cu-
ya defensa y sostén más de una parcialidad empe-
ñó por años enteros todas sus fuerzas, no puede, 
en mi concepto, darse por terminado con la solida-
ridad del orden público, tal como recientemente 
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la ha arreglado la ley. El apoyo a los Gobiernos 
seccionales, por parte de la autoridad federal, ha 
de ser desde luego un deber sujeto a responsabili-
dad, más bien que una facultad discrecional, por-
que de este iiltimo modo puede servir para todo 
lo que no es el objeto de la ley. La obligación mis-
ma de prestar ese apoyo ha de estar acompañada 
de la de cerciorarse primero de la legitimidad del 
origen y de la constitucionalidad de la acción del 
Gobierno que lo reclame o lo necesite." 
Las frases que transcribimos en letra cursiva ex-
presan claramente la pretensión de aquel Presiden-
te de que se le constituyera en juez supremo de los 
nueve soberanos que forman la Unión. Pero no es 
esto lo singular, sino que el concepto allí emitido 
como simple indicación para que se hiciera una 
reforma, porque el problema —decía— no se ha-
bia resuelto con la solidaridad del orden público, 
tal como recientemente lo habia arreglado la ley, 
lo quiso luego practicar como precepto legal, sin 
que el Congreso hubiera verificado la reforma pe-
dida ni atendido a la indicación. Cuando el señor 
General Hurtado, como Presidente del Cauca, de-
mandó el auxilio del Gobierno general para aten-
der al orden público amenazado en ese Estado, el 
señor Zaldúa pidió comprobantes para formar ex-
pediente y. decidir en vista de él si había llegado 
o no el caso de prestar el auxilio solicitado; pero tal 
pretensión fue rechazada por los independientes, 
que no podían consentir en que se ofendiera la dig-
nidad del Gobierno del Cauca y la soberanía del 
Estado. 
Nada más cómodo y sobre todo útil para el círcu-
lo gobernante que convertir en ley el pensamien-
to del señor doctor Zaldúa. Desde que tal sucedie-
ra, los nueve soberanos le quedarían sometidos, y 
el sufragio, si llegara a emitirse con libertad, se-
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ría inmediatamente anulado por la Guardia Co-
lombiana, que iría de orden del Gobierno general 
a derrocar o sostener el Gobierno de cada Esta-
do, según las conveniencias de ocasión. 
Teniendo presentes estas consideraciones, cuan-
do supimos que el actual Presidente, señor Gene-
ral Hurtado, pasaba a las Cámaras un mensaje so-
bre orden público y sobre la necesidad de garanti-
zar el derecho de sufragio, supusimos que, aleccio-
nado por la experiencia, propondría en él medios 
seguros de corregir la mala situación política del 
país, y extrañamos, por lo mismo, que, al exponer 
el mal, como lo hizo con claridad, no aludiera ni 
indirectamente a la extraña pretensión de la Ad-
ministración Zaldúa, y que al fin nada propusie-
ra y se limitara a decir: "nada concreto os propon-
go ni debo proponeros, y si algo añado, es única-
mente mi súplica de que prestéis toda vuestra be-
névola atención a mis palabras, con las cuales de-
jo cumplido un sagrado deber." ¿Por qué creería 
el señor Presidente que nada debía proponer a las 
Cámaras, siendo como es él poder colegislador, y 
tratándose de una materia tan grave e importante 
para la República? Nos parece, por el contrario, 
que aún para cubrir su responsabilidad ante la Na-
ción, debiera haber propuesto algo claro y defini-
do, aunque no pudiera hacerlo en forma de pro-
yecto de ley, que es lo que no le está permitido. 
Semejante omisión ha dado lugar a que se juz-
gue con bastantes apariencias de fundamento, que 
ese mensaje, con la voluntad o sin la voluntad del 
señor General Hurtado, ha sido redactado, previo 
concierto con algunos miembros del Congreso, con 
el fin de presentar a éstos la oportunidad de pro-
mover que se conceda por ley al Poder Ejecutivo 
esa misma facultad que el señor Zaldúa pretendía 
tener, y que el objeto que se ha tenido en mira es 
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facilitar la subvetáíón del orden en Cundinamarca 
y en el Cauca, para derribar a sus respectivos Go-
biernos y llevar en seguida a cabo propósitos ul-
teriores. 
Nos atrevemos, por tanto, a llamar la atención 
del señor Presidente Hurtado a la responsabilidad 
moral que pudiera recaer sobre él, si tales juicios, 
por nueva omisión suya, llegaran a generalizarse 
en la opinión, como es posible que suceda cuando 
se tenga conocimiento de la proposición que se 
debate en el Senado y que ha sido propuesta por 
el señor J. B. González G., Senador del Estado del 
Cauca, hoy uno de los más decididos adversarios 
de la Administración del General Payan y amigo 
del General Hurtado. He aquí la proposición: 
"Dígase al Poder Ejecutivo que el Senado ha 
visto con satisfacción el Mensaje dirigido al Con-
greso con fecha 30 de mayo último, y que aplaude 
las ideas expresadas en tan importante documento, 
en todo cuanto se refiere al respeto que debe te-
nerse por la libertad electoral. Dígasele, además, 
que el Senado no cree necesaria la expedición de 
nuevas reglas que complementen las disposiciones 
de la ley sobre orden público, la cual es suficien-
temente clara, y que en tal concepto, confía en que 
el Poder Ejecutivo aceptará la responsabilidad de 
ejecutar dicha ley, justa e imparcialmente, tenien-
do siempre presente que ella fue dictada para pro-
teger el derecho constitucional de los Estados, con-
tra la violencia de las facciones armadas, y no para 
apoyar las posibles violencias de los Gobiernos con-
tra los derechos de los pueblos.—"Transcríbase el 
presente informe.—Bogotá, julio 13 de 1884.—J. 
B. González G." 
No sabemos por qué viera el Senado con satis-
facción y llamaría tan importante un mensaje que 
la misma proposición dice haber sido innecesario. 
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No vacilamos en calificar tal proposición de es-
candalosa. ¿Se cree que con proposiciones se pue-
den derogar las leyes? No, por supuesto: luego esa 
proposición no significa otra cosa que una suges-
tión que hace el Senado al Poder Ejecutivo para 
que cometa, si quiere, violencias contra los Go-
biernos de los Estados, asegurándole de antemano 
que el Senado, que es su Juez, no le exigirá por 
ello responsabilidad alguna. Este es el último ex-
tremo a que puede conducir en la práctica la mo-
ral del utilitarismo, extraviada por la pasión po-
lítica. 
Esperamos que la mayoría del Senado no apro-
bará aquella proposición, que sería su deshonra; 
pero el hecho de haberla presentado y de no ha-
ber sido rechazada inmediatamente, así como todo 
cuanto dejamos expuesto sobre esta materia, nos 
convence de que es imposible que se llegue a ha-
cer efectivo en Colombia el derecho de sufragio 
para todos los ciudadanos, cualquiera que sea el 
partido a que pertenezcan, mientras no se unifor-
me en lo posible el criterio moral, o adquiera el 
criterio cristiano un poder relativo mucho mayor 
que el de cada una de las fracciones del partido 
materialista. 
Remediar esta situación no es obra de pocos días, 
ni se conseguirá con leyes ni otros medios pura-
mente políticos: demanda una labor perseverante 
y de carácter social. Toca al partido conservador 
llevarla a feliz término, mediante la organización 
que se ha dado, y aprovechando para ello la paz 
de que gracias a él disfruta la República. ¿Y cómo, 
se nos preguntará, podrá conseguir tanto el parti-
do conservador? Los medios que puede emplear 
son muchos y variados, y su resultado, seguro aun-
que lento, será fortificar en la gran mayoría de la 
Nación, que es de veras cristiana aunque poco ilus-
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Irada, el sentimiento del deber. Sobre esto habla-
remos después; por hoy nos limitaremos a decir 
que no debe desalentarnos el séquito que parece 
haber adquirido la moral utilitaria. El partido que 
la profesa será más débil cuanto más crezca, por-
que sus divisiones irán necesariamente en aumen-
to por efecto de los intereses. Hoy está dividido 
en muchos grupos; y por eso se siente ya el peso 
moral del partido conservador. Esa voz de "unión 
liberal", con que nos aturden los periódicos de la 
escuela utilitarista, expresa una necesidad que to-
dos ellos experimentan y una aspiración vehemen-
te, si se quiere, pero que les es imposible realizar. 
Ese grito con tanta tenacidad repetido, es, permíta-
senos la expresión, herradura cjue chacolotea. 
TODAVÍA EL MENSAJE 
Se advierte, —dijimos en nuestro número an-
terior—, que el último Mensaje del Poder Ejecu-
tivo a las Cámaras contiene algunos conceptos no 
bien fundados en las disposiciones constituciona-
les, y que en él se omite hablar del asunto que de-
bía ser su objeto principal, o talvez su único ob-
jeto; y hoy nos proponemos demostrar la verdad de 
estas opiniones, esperando que lo que digamos 
servirá, además, para hacer conocer cuál es el ver-
dadero pensamiento que el Mensaje entraña, y 
cuál el solo medio de resolver constitucionalmente 
el problema del orden público en Colombia. 
Con mucha verdad y acierto se observa en el ci-
tado documento, que fue fácil para el Gobierno 
de la Unión cumplir con el deber que le impone 
el inciso 20, artículo 66 de la Constitución, de ve-
lar por el mantenimiento del orden general, mien-
tras rigió legalmente el principio de que él no de-
bía intervenir en las contiendas interiores de los 
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Estados; pero que desde que la Ley de 8 de mayo 
de 1880 le impuso el deber de impedir toda vio-
lencia contra el Gobierno de cualquiera de ellos, 
rnediante la simple solicitud de su legislatura o 
de su Gobierno particular, quedando en comple-
to desamparo el derecho de sufragio, se vino a ga-
rantizar, no a los pueblos el sistema republicano, 
sino a sus gobernantes la facultad de oprimirlos y 
tiranizarlos. En otros términos, el Mensaje asienta, 
aunque no lo diga terminantemente, que en tanto 
que la ley dejó en vigor la Constitución, pudo el 
Gobierno cumplirla; pero que desde que ella tuvo 
a bien derogarla, no rigió. Esto es tanto como de-
cir con Pedro Grullo, que la mano cerrada se lla-
ma puño. 
Natural parecía que en virtud de tal convicción, 
el Poder Ejecutivo dijera a las Cámaras: "derogad 
esa ley inconstitucional, y volvamos a la práctica 
de las instituciones tales como fueron sanciona-
das"; mas, o el señor Presidente y sus Secretarios 
no se han penetrado de lo que significan sus pro-
pias expresiones, o no les ha convenido darse por 
entendidos de la verdad. Ello es que para remediar 
este mal, el Mensaje, no atreviéndose a formular 
nada positivo ni determinado, insinúa, con fiases 
mañosas y vergonzantes, algo que a la primera lec-
tura no se entiende, pero que el estudio de los an-
tecedentes y de los hechos posteriores explican su-
ficientemente; "declarada —dice— la solidaridad 
del orden público en toda la extensión del territo-
rio nacional, aumentaron en proporción la labor 
de vigilancia del Poder Ejecutivo y su responsabi-
lidad, que no podrá cubrir satisfactoriamente, si-
no a condición de darse cuenta exacta y en tiempo 
oportuno, de la esencia natural de ese orden, y de 
la naturaleza y medios de gobiemo de que dispo-
ne para proveer a su defensa y conservación." ¿Qué 
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quiere decir esto? Los que recuerden las palabras 
que a este propósito dijo el doctor Zaldúa en su 
discurso de inauguración, y las del señor Gonzá-
lez Garro en la proposición que se debate en el 
Senado, tendrán probablemente un hilo con qué 
penetrar en este laberinto: "el apoyo a los gobier-
nos seccionales —dijo el primero— por parte de la 
autoridad federal, ha de ser desde luego un deber 
sujeto a responsabilidad, más bien que una facul-
tad discrecional... La obligación misma de prestar 
ese apoyo, ha de estar acompañada de la de cercio-
rarse primero de la legitimidad de origen y de la 
constitucionalidad del Gobierno ^ue la reclame o 
la necesite", y el segundo, como para disipar cual-
quiera duda, después de decir que el Poder Ejecu-
tivo debe ejecutar la ley de orden público bajo su 
responsabilidad, asienta: que la facultad concedi-
da por dicha ley al Poder Ejecutivo, es para prote-
ger el derecho de los Estados contra la violencia 
de las facciones armadas, y no para apoyar las PO-
SIBLES VIOLENCIAS DE LOS GOBIERNOS 
CONTRA LOS DERECHOS DE LOS PUE-
BLOS. 
El Poder Ejecutivo, que tenía sus razones para 
no ser muy expreso, pues el señor General Hurta-
do estuvo, como Presidente del Cauca, a punto de 
ser víctima de las pretensiones del Gobierno ge-
neral, se atuvo en esta vez al proloquio de que "pa-
ra el buen entendedor pocas palabras bastan", y de-
jó a otros el cuidado de explanar su pensamiento; 
y para que en ningún tiempo se le pudiera decir 
que había dicho demasiado, consignó estas expre-
siones al fin de su Mensaje: "nada concreto os pro-
pongo, ni debo proponeros; y si algo añado es úni-
camente mi súplica de que prestéis toda vuestra 
benévola atención a mis palabras." Y bien, ¿fiué 
significan las palabras a que acpií se alude, traduci-
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das al lenguaje común? Significan esto: "Ved, se-
ñores legisladores, en vuestra sabiduría, si convie-
ne sustituir a la posible acción opresiva de tal cual 
Gobierno de los Estados la permanente dictadura 
del Gobierno general, que está hoy provisional-
mente a mi cargo." 
Es posible, y de buena voluntad nos inclinamos 
a esta opinión, que el señor General Hurtado no 
haya tenido las intenciones que las palabras del 
Mensaje dejan comprender; pues es sabido que es-
tas piezas no las redacta el Presidente mismo, sino 
que son frecuentemente el fruto de la discusión 
entre los miembros del Consejo de Gobierno, y 
que luego, quien definitivamente las escribe, no 
expresa siempre con precisión las verdaderas ideas 
del gobernante. Así, nuestras observaciones no se 
dirigen al señor General Hurtado, sino al Mensaje 
del Poder Ejecutivo. 
En varios pasajes del documento que examina-
mos se acerca su autor al verdadero punto de la di-
ficultad, y cuando parece que va a herir en el 
blanco y a resolver la cuestión dando el golpe en 
el clavo, se retira tomando por el atajo como si le 
asustara la vista de la verdad. Hace ver luminosa-
mente que las disposiciones constitucionales, que 
dan a la Corte Suprema y al Senado la facultad de 
suspender y anular las leyes de los Estados atenta-
torias a los derechos de la Unión, y a la Cámara y 
a la misma Corte, la de exigir la responsabilidad de 
los gobernantes, no bastan a garantizar el orden 
público; que en un buen gobierno antes se debe 
pensar en prevenir los delitos que en castigarlos, 
y que es por lo mismo en el terreno político don-
de está entre nosotros el desequilibrio y donde de-
be por lo mismo ponerse remedio al mal, y dice en 
seguida: "No puede desconocerse que lo esencial 
en nuestra vigente ley de orden público, está to-
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mado de institución semejante en la América del 
Norte; pero es también imposible desconocer que 
aún en principio abstracto, con dicha imitación 
subsiste él grave peligro de que sea del todo falso 
el gobierno republicano que el de la Nación ga-
rantiza al de los Estados." 
Al leer estas palabras, no duda uno de que va 
a ver en seguida un breve estudio comparativp en-
tre nuestra Constitución y la de los Estados Uni-
dos, con la demostración consiguiente de que es 
inconciliable con la de Rionegro la disposición 
que nuestra ley de orden público tomó de las ins-
tituciones norteamericanas; pero lejos de hacer es-
to, que parecía lo natural, lo lógico, lo indicado 
por la naturaleza misma del asunto, el Mensaje en-
tra a hacer un paralelo entre la manera de ser tra-
dicional de los dos pueblos, sin mencionar para na-
da la gran diferencia que hay entre la organiza-
ción política del uno y la organización política del 
otro; sin fijarse en que el principio fundamental 
de nuestra Constitución es precisamente el contra-
rio del que sirvió de punto de partida al Congre-
so de Filadelfia; sin atender, tampoco, que el ob-
jeto que éstos tuvieron en mira al pactar la unión 
de las colonias inglesas, fue diverso de los que se 
propusieron realizar los constituyentes de Rione-
gro; y sin reflexionar, en fin, que, por necesaria 
consecuencia, las disposiciones de aquel Código, 
(como que deben ser congruentes con sus princi-
pios y con su objeto), no podían racionalmente in-
crustarse en el nuestro sin desnaturalizarlo y con-
vertirlo en una concepción monstruosa. 
En efecto, la disposición de que habla el Mensa-
je, y que nuestra ley de orden público tomó de la 
de los Estados Unidos, no ha podido producir aquí 
el mismo resultado que allá. Basta para persuadir-
se de esta verdad el considerar: 1° que en los Es-
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tados Unidos la Nación es soberana y los Estados 
no, y que en Colombia sucede lo contrario; pues 
la soberanía reside en los Estados Unidos y el Go-
bierno general ejerce apenas facultades delegadas; 
y 2^ que las colonias inglesas se unieron no sólo 
"para consultar su seguridad interior y recíproco 
auxilio", como los Estados colombianos, sino para 
formar una unión más perfecta (esto es, para es-
trechar la que ya existía), establecer la justicia, 
afirmar la quietud doméstica, promover el bienes-
tar general y asegurar los beneficios de la libertad, 
para la generación existente entonces y para su pos-
teridad. 
Como efecto lógico del principio de la sobera-
nía nacional, y como medios necesarios para estre-
char la Unión y llegar a los demás fines que tuvo 
en mira el legislador norteamericano, dispuso, no 
por una ley como aquí, sino en la Constitución 
misma, que el Gobierno general respondiera del 
orden público y concurriera a restablecerlo en los 
Estados cuando en ellos se turbara. Del propio mo-
do en la Unión colombiana, como efecto lógico 
del principio de la soberanía de los Estados y co-
mo medio de conseguir el único objeto que los le-
gisladores de Rionegro se propusieron, esto es, con-
sultar la seguridad exterior y reciproco auxilio de 
los soberanos confederados, todas las disposiciones 
constitucionales tendieron a garantizarles su auto-
nomía contra las invasiones del Gobierno general 
o de los otros Estados, y a cada cual de éstos se le 
dejó que atendiese como soberano a su gobierno 
doméstico y orden interior. 
En los Estados Unidos del Norte, los Estados 
son en todo caso partes integrantes de la Nación 
soberana, y en Coiombia lo son sólo en cuanto se 
refiera a las relaciones exteriores y a las facultades 
de que especial y expresamente se han despren-
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dido para delegarlas al Gobierno general. En todo 
lo que no sea esto, cada uno de nuestros Estados 
se halla con respecto al Poder Ejecutivo nacional 
en el mismo caso que las naciones independientes, 
en el mismo caso en que pueden estar Venezuela, 
Costa Rica, el Ecuador o cualquiera nación del 
mundo. En nuestra Constitución, hay mucha más 
unidad de pensamiento de lo que generalmente se 
cree: todas sus disposiciones se deducen lógicamen-
te del principio de la soberanía de los Estados, o 
concuerdan con él, y todas ellas tienden a hacer 
efectivo el objeto de la Unión. Por eso en ellas no 
se delegó al Gobierno general facultad ninguna pa-
ra ingerirse en el Gobierno interior de los Esta-
dos, ni para restablecer en ellos el orden público 
una vez alterado, sino que, por el contrario, se pro-
curó a todo trance garantizarles su soberanía en lo 
relativo a su régimen doméstico. De aquí esta con-
secuencia necesaria: los artículos de la Constitu-
ción norteamericana que la ley del orden público 
tomó e incrustó en nuestras instituciones, han pro-
ducido el mismo efecto que produciría en una má-
quina débil y ligera el reemplazar una de sus pie-
zas principales con otra tomada de máquina del 
mismo género, pero más sólida y pesada. Tal es 
la causa única de la dificultad invencible que se 
encuentra para gobernar regularmente en Colom-
bia con aquella ley. Si se nos permite una compa-
ración, diremos que los nueve Estados de la Unión 
colombiana son nueve dominguillos; la ley de or-
den público da tal peso a cada uno de los Gobier-
nos seccionales, que priva a los pueblos de todo 
movimiento y de toda libertad. Agregaremos más: 
diremos que el remedio propuesto por el doctor 
Zaldúa, ahora formulado de nuevo por el señor 
General González, y que parece apetecen los au-
tores del Mensaje, es fabricar un dominguillo más 
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grande: hacer que el Gobierno sea para los de los 
nueve Estados lo que el de cada uno de éstos es 
para sus pueblos respectivos. 
Que los constituyentes de Rionegro privaron de 
propósito deliberado al Poder Ejecutivo de la 
Unión de toda facultad de ingerirse en el orden 
interior de los Estados, es cosa de que puede cual-
quiera convencerse leyendo la Constitución; mas, 
como sobre ello ha hablado ya largamente El Con-
servador, nosotros nos limitaremos a observar que, 
comparando las atribuciones que daba al Presi-
dente de la República el artículo 43 de la Consti-
tución de 1858, con las que le confiere el 66 de la 
de Rionegro, que reemplazó a aquélla, se ve que 
sólo fueron reformadas las referentes al orden pú-
blico general: la 11 y la 20. La primera decía en la 
Constitución de 1858: "Impedir cualquiera agre-
sión armada de un Estado de la Confederación 
contra otro de la misma, o contra una nación ex-
tranjera, haciendo fiara ello uso de la fuerza pií-
blica de la Confederación", y la segunda estaba 
concebida en estos términos: "Velar por la conser-
vación del orden general, y cuando ese orden sea 
turbado, emplear contra los perturbadores la fuer-
za ptíblica de la Nación o la de los Estados"; mien-
tras la Constitución de Rionegro en las atribucio-
nes correspondientes, a saber, l a 11 y la 19, supri-
mió las expresiones finales que dejamos escritas 
en letra cursiva, que quedaron así: "11 . Impedir 
cualquiera agresión armada de un Estado de la 
Unión contra otro de la misma o contra una na-
ción extranjera." "19. Velar por la conservación 
del orden general." 
Juzgamos por esto que no son del todo exactos 
los conceptos siguientes con que arranca el Men-
saje: "Velar por la conservación del orden general, 
es la principal y, sin duda, la más importante en-
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tre las veinte atribuciones que la Constitución na-
cional señala al Presidente de la Unión, y si no 
figura como la primera en la respectiva enumera-
ción del artículo 66, debe entenderse que es en ra-
zón a que ella resume y corrobora todas las de-
más." 
Si esta atribución no aparece como la primera 
en la enumeración de las funciones ejecutivas, es 
precisamente porque, encargado el orden en los 
Estados a sus respectivos Gobiernos, e impuesto al 
de la Unión el deber de impedir toda agresión ar-
mada de un Estado contra otro, la conservación de 
lo que podía llamarse orden general, no era, sin 
duda, la principal ni la más importante atención 
del Presidente. El mismo Mensaje lo expresa a ren-
glón seguido: "esa atribución —dice— fue de fá-
cil y limitado ejercicio mientras rigió legalmente 
en nuestro derecho público el principio de que el 
Gobierno general no debía intervenir en las con-
tiendas internas de los Estados." Es la actual ley 
de orden público la que ha hecho un gran pro-
blema de la conservación de la paz y la libertad 
en Colombia. 
El verdadero origen de este problema lo hemos 
indicado ya. Consecuente la Constitución con el 
principio democrático y con el de soberanía de los 
Estados, dejó al pueblo de cada uno de éstos que 
dirigiera a sus gobernantes mediante la libre emi-
sión del sufragio y reprimiera también sus dema-
sías hasta con la fuerza de las armas, si ellos lle-
gaban a atentar contra aquel derecho fundamen-
tal de la República; pero como la experiencia de-
mostró luego con los ejemplos de Antioquia, Cun-
dinamarca y Tolima que ía práctica de la sobera-
nía popular conducía necesariamente al triunfo del 
partido vencido, se hizo preciso al vencedor, por 
razones de utilidad, el cogerle anchas alforzas a la 
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Constitución, o sea a la capa con que se cubre el 
partido liberal, o camisa de fuerza por él impues-
ta a la República. Probablemente fue su intención 
ir soltando esas alforzas a medida que el liberalis-
mo creciera con los años; mas, como en vez de cre-
cer se dividió y cada fracción quiso ser dueño ex-
clusivo del poder, no llegó el caso de soltarlas, y 
antes, por el contrario, cada cual de ellas una vez 
arriba, hizo empeño por coger otras nuevas, y así 
hemos venido hasta el presente, en que cierto 
círculo, halagado con la esperanza de trepar pron-
to, ha discurrido el proyecto de la dictadura pre-
sidencial. Nosotros no tenemos para qué afanar-
nos. Es ley del orden social, que los partidos alter-
nen en la República, y el triunfo de las ideas con-
servadoras habrá de venir, quiéranlo o no sus ad-
versarios, y esto sucederá tanto más pronto, cuan-
to más nos empeñemos en afianzar la paz. Esta no 
conviene a aquella fracción liberal, la cual no cesa 
por lo mismo de promover descontentos y de alar-
mar la sociedad, para que estalle una guerra civil 
como la de 1876, que tan fructuosa le fue; pero no 
le daremos gusto. 
De cuanto hemos dicho resulta: lo primero, que 
lo de garantizar el derecho de sufragio para todos, 
ha sido ocasión o pretexto para el Mensaje y no 
más; lo segundo, cjue el no acertar en él con la so-
lución del problema del orden público y del de-
recho de sufragio, ha procedido no de la letra de 
la Constitución que es bien clara, sino del empeño 
que en él se ha tenido de interpretar lo que no 
necesita interpretación, y lo tercero, en fin, que la 
omisión que en dicho documento se advierte acer-
ca de su verdadero objeto, impuesta talvez por las 
circunstancias, se explica por la oscuridad misma 
de algunas de sus frases y por hechos anteriores y 
posteriores a él que la suplieron. 
